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Radicación No. 

: 66001-31-05-004-2015-00420-01

Proceso


: FUERO SINDICAL

Demandante

: BANCO CORPBANCA COLOMBIA S.A.

Demandado

: CARLOS HERNÁN MONTOYA COLORADO

Juzgado de Origen
: Cuarto Laboral del Circuito de Pereira

Temas                   
: JUSTA CAUSA PARA INVOCAR EL LEVANTAMIENTO DEL FUERO



SINDICAL: A todas luces resultaba infructuoso que la jueza escudriñara en todo el ordenamiento legal para buscar alguna norma que, de manera puntual y cabal, le precisara el grado de censura o desaprobación que merece una conducta como la desplegada por el demandado. Es difícil, como se ha dicho, que un enunciado imperativo de carácter legal, convencional o reglamentario señale, a modo de ejemplo, que es grave que el trabajador gestione ante la empresa un auxilio, beneficio o prerrogativa de tipo económico con una destinación específica y que la deje de usar para tal fin específico o que, de manera inconsulta, le dé un uso distinto al de su prefijada destinación. En cambio sí, encontraremos que la ley positiva, específicamente el artículo 55 del C.S.T. ordena que como obligación general y común las partes de la relación laboral ejecuten el contrato atendiendo al principio de buena fe y además, condena el comportamiento desleal, el engaño y los actos inmorales, al punto que dichas maneras de actuar son expresamente prohibidas en los numerales 4° y 5° del artículo 58 del C.P.T. y de la S.S., que señalan como obligación especial del trabajador: “guardar rigurosamente la moral en las relaciones con sus superiores y compañeros de trabajo” y establece la obligación de que el trabajador comunique oportunamente al empleador las obligaciones que estime conducentes a evitarle daños y perjuicios. Y no sólo eso, el numeral 5° del artículo 62 ídem, señala como causal de terminación del contrato por justa causa, “todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de trabajo o en desempeño de sus funciones”. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No.____

(Octubre 13 de 2015)

En la fecha los magistrados que integran la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), proceden a decidir de plano, como lo prevé el artículo 117 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por la Ley 712 de 2001, el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la empresa demandante dentro del proceso especial de levantamiento de fuero sindical instaurado por el banco CORPBANCA COLOMBIA S.A. en contra del señor CARLOS HERNÁN MONTOYA COLORADO. Se deja constancia de que sentencia se notificará por edicto, conforme lo dispone el literal d), numeral 3) del artículo 41 del C.P.T. y de la S.S.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:
S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el veintiocho (28) de septiembre de dos mil quince (2015), por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso especial reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA

Haciendo uso de la acción especial de levantamiento de fuero sindical, el Banco Corpobanca Colombia S.A. acude a la justicia laboral a efectos obtener autorización para despedir con justa causa al señor CARLOS HERNAN MONTOYA COLORADO, quien funge como directivo sindical de la UNIÓN NACIONAL DE EMPLEADOS BANCARIOS –UNEB- SECCIONAL PEREIRA.

Aduce como fundamento de la pretensión única, que el día 25 de junio de 2014, el trabajador gestionó ante el Banco un auxilio educativo de origen convencional con la supuesta finalidad de matricularse en el programa académico de mercadeo y publicidad en la Fundación Universitaria del Área Andina; que en respuesta positiva a dicha solicitud, el Banco desembolsó en nómina del mes de julio la suma de $2.106.000.
Asevera la empresa demandante que en el mes de mayo de 2015, en cumplimiento de los procedimientos de auditoría interna, realizó un estudio de seguridad aleatorio con el fin de verificar la correcta destinación del dinero entregado a algunos trabajadores por concepto de auxilio educativo y encontró que el trabajador aforado jamás se matriculó dentro del programa de estudios para el cual le fue reconocido el auxilio. La empresa lo citó a descargos y allí ninguna razón atendible dio al trabajador para justificar su omisión. El día 5 de junio de 2015 y con base en las faltas gravísimas relacionadas en la respectiva carta, al trabajador le informada la decisión de dar por terminado su contrato de trabajo, previo pronunciamiento judicial en atención a su fuero especial. 

II. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA
En el trámite de la audiencia especial prevista en el artículo 114 del C.P.T. y de la S.S., el trabajador demandado, a través de apoderado judicial, dio contestación a la demanda y no se opuso al grueso de los aspectos fácticos narrados en ella. Aceptó que, en efecto, el 25 de junio de 2014, solicitó a su empleador el auxilio educativo contemplado en el artículo 31 de la Convención Colectiva que se encontraba vigente para aquella época; que la demandada se tomó más de quince (15) días para el desembolso de los recursos y para cuando estos llegaron a la cuenta del trabajar, ya era demasiado tarde, puesto que el 05 de julio de 2014 era la fecha límite para la matricula ordinaria; que el trabajador no contaba con los recursos para asumir los sobrecostos por matricula extraordinaria, que ascendían a casi un millón de pesos, por lo optó por presentarse al siguiente semestre, con tan mala suerte de que sufrió una lesión en la rodilla izquierda y estuvo incapacitado entre el 15 de diciembre de 2014 y el 16 de febrero de 2015, por lo que en este semestre tampoco logró matricularse. Sin embargo, aclara, que el 4 de mayo del año en curso finalmente pudo inscribirse en la Universidad del Área Andina donde al día de hoy se encuentra matriculado con la utilización del auxilio para educación superior y sin que hubiese vuelto a solicitar auxilio alguno en dicho interregno. 


El demandado presentó algunas quejas contra la diligencia de descargos a la que fue citado por el empleador, pues en ella se sintió intimidado por los agentes representantes del Banco; asimismo cuestionó la forma subrepticia como la empresa obtuvo la prueba reina con la que pretende justificar un despido que, de modo coincidente, se presenta a pocos días de su nombramiento en la junta directiva del sindicato.         
Propuso como excepciones previas las denominadas inepta demanda por falta de acreditación en la postulación del demandante y caducidad de la solicitud de despido. Como perentorias propuso la de prescripción e inexistencia de la justa causa de despido.
III. REFORMA A LA DEMANDA Y NULIDAD
Tras la finalización de la lectura de la contestación de la demanda, la apoderada judicial de la empresa demandante pidió el uso de la palabra para presentar reforma al libelo introductor, la cual redujo a una exigua adicción al acápite de pruebas, pidiendo que además de las pruebas ya solicitadas, se oficiara a la Fundación Universidad del Área Andina con el fin de que certificara si el demandado ha gestionado ante la Universidad préstamo educativo alguno y si la Institución contempla alguna penalidad por el pago extemporáneo de la matricula. 

De la reforma a la demanda se corrió traslado en la audiencia al demandado y su apoderado judicial aprovechó la oportunidad para manifestar que, a la luz del artículo 31 del C.P.T. y de la S.S., ya había fenecido el término para presentar reforma, y reabrir ese término, resulta irregular y pernicioso pues descarrilla el proceso. Del mismo modo, planteo una nulidad por violación al debido proceso, al considerar que en el auto de admisión de la demanda, el Despacho había incurrido en una ilegalidad decretando de manera anticipada, esto es, antes de la audiencia de que trata el artículo 114, las pruebas documentales que en esa providencia se aprecian (fls. 81 y 82). 

IV. RESOLUCIÓN DE LA PRIMERA NULIDAD

De la nulidad propuesta se corrió traslado a la demandante y esta se pronunció oponiéndose a la misma, básicamente por tres razones: 1) porque la irregularidad alegada no se encuentra calificada como causal de nulidad en el artículo 140 del C.P.C.; 2) porque en un proceso tan expedito como lo es el de fuero sindical, la jueza como directora del proceso debe anticiparse a la celebración de la audiencia única de que trata el artículo 114 del C.P.T. y de la S.S. y, en la medida de lo posible, recaudar el material documental probatorio que sirva para ilustrar la decisión; y, 3) una vez notificado el demandado, contaba con el término de tres días para promover los recursos de ley, incluida la nulidad, contra el auto admisorio de la demanda.

Sobre la base de los mismos argumentos presentados por la apoderada judicial de la demandante, la jueza resuelve de manera negativa la solicitud de nulidad y ordena la continuidad del proceso sin condenar en costas procesales a la parte vencida.

4.1. RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE RESOLVIÓ LA NULIDAD

Contra tal decisión, el apoderado judicial del trabajador aforado presentó recurso de apelación, insistiendo en que es absolutamente irregular que, de manera anticipada -antes de la oportunidad procesal determinada en el artículo 114 del C.P.T. y de la S.S.- la jueza haya decretado pruebas que redundan en beneficios para la empresa demandante y que debieron presentarse con el escrito de la demanda.

 Atendiendo a la teoría del “proceso plano o concentrado”, la jueza concedió el recurso de apelación sin suspender el trámite del proceso, para que, antes de que el superior funcional procediera a resolver el eventual recurso de apelación contra la sentencia de primer grado, se concentrara primero en resolver la nulidad propuesta por el demandado. 
4.2. 
DECISIÓN DEL TRIBUNAL RESPECTO A LA NULIDAD INVOCADA
Para no hacer innecesariamente extenso el trámite de la presente diligencia, sin entrar en mayores elucubraciones acerca del alcance de las facultades del “juez director del proceso”, el Tribunal empieza por calificar de acertado que la jueza de primer grado, antes de la audiencia del artículo 114 del C.P.T. y de la S.S., haya procurado que al proceso se allegaran todos los documentos que consideró necesarios y pertinentes para resolver de fondo el asunto puesto en su conocimiento. Sin embargo, se debe advertir que dicha facultad no puede transgredir el principio de igualdad de armas y debe evitar al máximo el quebrantamiento del equilibrio entre las partes en contienda, máxime cuando aquí, como situación excepcional, el demandado es la parte débil de la relación jurídico-procesal, es decir, el trabajador.

Ahora, cualquier oposición al contenido del auto admisorio de la demanda debió tramitarse dentro del término de ejecutoria de la respectiva providencia, que para el caso del demandado empezó a contabilizarse a partir del día siguiente a la notificación personal de la demanda, lo cual significa que para la fecha en que el demandante promovió la nulidad que hoy ocupa la atención de la Sala, se encontraba fenecida la oportunidad procesal de alegar la eventual irregularidad que pudo haberse configurado en razón de la primigenia decisión de la a-quo. Con todo, hay que decir que la causal invocada no hace parte de las enlistadas en el artículo 140 del C.P.C., ni de ninguna otra norma, ni tampoco viola el artículo 29 del Constitución Política al no configurarse una irregularidad probatoria.  

En esos términos se descarta la viabilidad del recurso de apelación contra decisión mediante la cual el Juzgado de Primer grado negó la nulidad propuesta por el demandado. En consecuencia, se condena en costas procesales al apelante, y se fijan las agencias en derecho en la suma de $150.000.
V. RESOLUCIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS
El demandado propuso dos excepciones previas: inepta demanda y caducidad de la acción. La primera, sobre la base de que el certificado de existencia y representación allegado por la demandante data más de cuatro meses de expedición; y la segunda, porque, según lo expresado por el demandado, de acuerdo a la convención colectiva de trabajo que consagra como derecho de los trabajadores el auxilio educativo que recibió su prohijado, el trabajador debía “legalizar” ante el banco su situación académica dentro del mes siguiente a la culminación del semestre académico, lo que ocurrió al inicio del mes de diciembre de 2014; luego, el término de caducidad de dos (2) meses para promover la acción de levantamiento de fuero sindical (Art. 118A del C.P.T. y de la S.S.) había empezado a correr desde el mes enero de 2015 y habiéndose presentado la demanda el día 5 de agosto de 2015, se puede afirmar, sin equívocos, que el empleador había dejado vencer la oportunidad de acudir a la jurisdicción laboral a efectos de obtener el resultado que pretende con la presente acción. 

En sede de primer grado se declararon imprósperas las excepciones previas. Al respecto de la excepción de inepta demanda, adujo la falladora que la ley no preveía la necesidad de que el certificado de existencia y representación que acredita la existencia de las personas jurídicas tuviera un determinado tiempo de expedido antes de presentarse como prueba a un proceso, y no existiendo prueba alguna de variaciones sustanciales en la situación jurídica de la empresa demandante o de algún cambio en su representación legal, no era posible concluir, como lo pretende la demandada, la configuración de “falta de capacidad o ineficacia del poder especial otorgado al abogado que representa los intereses del banco demandante. 

En lo que tiene que ver con la excepción de “caducidad de la acción”, conforme al artículo 32 del C.P.T. y de la S.S., la jueza decidió aplazar la resolución de la excepción para el momento de dictar fallo, debido a que consideró que la discusión giraba en torno precisamente a la fecha en que se produjo la falta que fundamenta el pedido de levantamiento del fuero; luego, existiendo discusión acerca de la fecha en que se debe empezar a contabilizar el término de prescripción señalado en el artículo 118A del C.P.T. y de la S.S., no era posible resolver de fondo la excepción previa planteada.

5.1. RECURSO DE APELACIÓN

Para el apoderado judicial del demandado, el término de prescripción de la acción que emana del fuero sindical, empezó a contabilizarse, en el presente asunto, desde la fecha misma del desembolso del dinero producto del auxilio educativo que el Banco reconoció a su prohijado; o si se quiere, desde el mes siguiente a la fecha en que culminó el segundo semestre del año 2014. Este segundo escenario, según el apelante, surge de la reglamentación convencional para el desembolso de aludido auxilio, puesto que la convención establece: “el trabajador deberá remitir copias de las calificaciones o certificaciones de la institución donde se encontrare cursando estudios, máximo al mes siguiente de la culminación del semestre.” 
En esa medida, considera el demandado, no es cierto, como lo aduce la a-quo, que no existía certeza acerca de la fecha en que inicia el conteo del término prescriptivo señalado en el artículo 118A del C.P.T. y de la S.S. y debió de una vez, ahí mismo en la etapa de la resolución de excepciones, resolverse de fondo la excepción de prescripción. 

De otra parte, insistió en la excepción de inepta demanda, al considerar que el certificado de existencia y representación de Corpbanca, por su antigüedad, no alcanza a reflejar de manera clara la situación jurídica actual de la empresa. 

5.2. RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN  

Primeramente, debe la Sala empezar por señalar que el certificado de existencia y representación de la empresa de la demandante es lo suficientemente reciente como para reflejar de manera veraz su situación jurídica actual. En el evento en que la contraparte tenga dudas acerca de las condiciones jurídicas o de la identidad del representante legal de una persona jurídica, debe consultar directamente su certificado de existencia y representación, por supuesto más reciente que el que fue adosado con la demanda o la contestación, según sea el caso, y si es del caso, aportarlo al proceso a efectos de que el juez adopte los correctivos correspondientes, puesto que la excepción previa tiene el exclusivo propósito de sanear los defectos que puedan llegar a dar al traste con el proceso; pero en ningún caso es un mecanismo para entorpecer o dilatar innecesariamente el mecanismo judicial para obtener un derecho. En tales términos se confirma la decisión de primer grado en este punto. 

En relación con la excepción de caducidad, que en esta materia laboral debe llamarse más bien de prescripción, de acuerdo al lenguaje utilizado en el artículo 118ª, que es el que sirve de fundamento a la excepción propuesta, a efectos de examinar la viabilidad del medio exceptivo, conviene revisar, en lo que nos interesa, el contenido del mentado artículo. Señala el artículo 118ª que la acción de levantamiento de fuero sindical prescribe en dos (2) meses (para el empleador) contados desde la fecha en que tuvo conocimiento del hecho que se invoca como justa causa para el despido o desde que se haya agotado el procedimiento convencional o reglamentario correspondiente. 
Sabemos, por lo aceptado por las partes, que el trabajador debió matricularse para cursar estudios superiores en el segundo semestre del año 2014, y no lo hizo. 

Que la empresa demandante advirtió tal situación el día 6 de mayo del año en curso, gracias al informe rendido por una empresa de investigación privada que realizó una auditoría interna y que encontró que el demandante no se había matriculado en la universidad para el segundo semestre del año 2014 y tampoco lo había hecho para el primer semestre del 2015. Igualmente, se tiene certeza de que una vez que la empresa es informada del hecho, citó a descargos al trabajador aforado y que la diligencia de descargos tuvo lugar el día 11 de mayo de 2015, a la que el trabajador se presentó en compañía de su compañero y compañera del sindicato, WILLIAM GAVIRIA OCAMPO Y LUZ DIENNY VELÁSQUEZ RIVERA, y en la que se abstuvo de responder las preguntas formuladas por los agentes del Banco, apelando a que previamente, en la citación a descargos, se debió formular el cuestionario completo que debía responder en la respectiva diligencia; sin embargo, de manera voluntaria dio su versión libre de los hechos por los que había sido citado. 

25 días después de aquella diligencia de descargos, el día 5 de junio de este año (según lo visible a Fl. 57), la gerencia de relaciones laborales y salud ocupacional, informó al demandante que el Banco había decidido dar por terminado el contrato de trabajo con justa causa, lo que tendría efecto a partir del momento en que, en virtud de sentencia judicial, cesara su calidad de aforado sindical. 

El apelante sugiere un punto de partida distinto al contemplado en el artículo 118ª del C.P.T. y de la S.S. al sugerir que el término de prescripción ha debido empezar a contabilizarse un mes de después de la finalización del segundo semestre académico del 2014, pues ese es el lapso que la convención le concede al trabajador para legalizar su situación académica ante el Banco con miras a obtener el auxilio educativo para pagar el semestre subsiguiente. 

Dicha interpretación no tiene cabida por dos puntuales razones: 1) porque si el beneficiario del auxilio educativo no se matriculó, no es posible establecer una fecha de partida para contabilizar el término de un mes señalado en la convención; 2) porque la composición semántica de la norma no contiene la preposición “debió”, así que no es posible establecer que el término de prescripción empieza a correr una vez que el empleador “debió” conocer del hecho que se invoca como causal del despido.   
En ese orden de ideas, habida cuenta de que el trámite reglamentario previsto en el artículo 88 del Reglamento Interno de Trabajo de Corpbanca finalizó el 5 de junio de 2015, fecha en que al trabajador se le informó la decisión de dar por terminado su contrato de trabajo, y que la demanda de levantamiento de fuero se presentó el 4 de agosto del mismo año, se concluye que la acción no se encuentra prescrita. 

Dado el resultado de las excepciones previas, se condenará en costas procesales a la parte apelante, fijando las agencias en derecho en la suma de $150.000

VI. SENTENCIA DE PRIMER GRADO
En procura de lograr una síntesis racional de la decisión objeto de recurso, rompiendo el orden que siguió dicha sentencia, previamente resaltamos, que la jueza concluyó que la empleadora contaba con el término de dos (2) meses para incoar la acción de levantamiento del fuero sindical, y que estos se debían contabilizar a partir del 28 de febrero de 2015, es decir dentro del mes siguiente a la fecha en que el trabajador debió hacer entrega de la certificación de notas expedida por la universidad en que se encontraba cursando sus estudios superiores. 

Pese a los efectos extintivos de dicha declaración, la jueza se ocupó en primer término de examinar las causales de despido aducidas en la carta de terminación del contrato y, a la luz de los circunstancias fácticas que consideró probadas, concluyó que el hecho objeto de reproche moral, no encajaba dentro de ninguna de las causales invocadas como justas para levantar la protección especial del trabajador aforado.  
De igual modo, por los pocos días transcurridos entre el nombramiento del demandado en la junta directiva seccional del sindicato y el inicio del trámite reglamentario que finalizó con el despido del trabajador, consideró configurado un indició contra el demandante y, por consiguiente, dijo la a-quo, operó la presunción de que el despido del aforado era injusto y en razón de su vocería sindical. 
Todo lo anterior llevó a la falladora de primer grado a negar el permiso para despedir al trabajador demandado.
VII. RECURSO DE APELACIÓN

La empresa demandante insiste en la gravedad de la conducta desplegada por el trabajador aforado. Señala que el nombre mismo del auxilio que el demandante recibió de parte del banco y que no invirtió en su educación, denota la destinación especifica del beneficio convencional. 
Cuestiona el hecho de que la a-quo le haya restado valor al testimonio dado por el señor Néstor Mauricio Toro, quien fue claro y enfático al señalar que la ausencia de soporte exógeno de un desembolso como el realizado al trabajador, puede ser interpretado por la autoridad tributaria y parafiscal como una maniobra para evadir impuestos al no declarar pagos que constituyen salarios.

Cumplido el minuto 18 del discurso de apelación, la jueza le solicitó a la apelante que concretara el recurso, pues tendría la oportunidad de ampliarlo en los alegatos de segunda instancia.

VIII. ESCRITO DE NULIDAD PRESENTADO EN SEGUNDA INSTANCIA  Y RESOLUCIÓN DE PLANO
El Banco presentó escrito de nulidad contra todo lo actuado con posterioridad a la lectura del fallo de primera instancia, el cual sustentó en el hecho de que, al interrumpir la sustentación del recurso de apelación, la a-quo había vulnerado el derecho al debido proceso, puesto que se cercenó el uso de la palabra y no fue posible sustentar en debida forma el recurso de alzada.

De conformidad con el párrafo 4° del artículo 143 del C.P.C., se rechaza la nulidad propuesta, pues una vez escuchado el audio que registra los actos procesales de primer grado, la Sala pudo constatar que la jueza no interrumpió el uso de la palabra a la apelante sino que le pidió que concretara el recurso, lo cual no es violatorio del debido proceso y se acompasa a los principios de oralidad y celeridad del proceso. Con todo, no puede pasarse de largo, que la jueza en su calidad de directora del proceso puede restringir el uso de la palabra para no hacer interminable una audiencia y que la misma ley la autoriza para ello, conforme lo señala el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T. y de la S.S.

IX. CONSIDERACIONES

9.1. Prescripción de la acción de levantamiento de fuero sindical.

Por la manera en que ha quedado resuelta la excepción previa de caducidad o prescripción de la acción de levantamiento del fuero sindical, en coherencia con aquella decisión, en esta etapa se debe ratificar que la acción promovida por el empleador se presentó dentro del término legal, lo que nos permite dar paso a resolución de fondo Del asunto puesto en conocimiento de la Sala.

9.2. DE LAS JUSTAS CAUSAS PARA EL DESPIDO

La variada forma de las conductas que presenta la realidad hace imposible la descripción detallada de comportamientos humanos que merecen el reproche del derecho. En vano resulta que el legislador laboral pretenda positivizar absolutamente todas las conductas contrarias a los principios y valores que deben regir las relaciones de tipo laboral pues tal empresa resultaría insensata y quimérica, ya que la realidad no alcanza a ser totalmente contenida en las normas.
Las normas que hacen referencia a las prohibiciones y obligaciones especiales de las partes involucradas en el contrato de trabajo, lo mismo que las que se refieren a las justas causas para darlo por terminado (artículos 58, 60 y 62 del C.S.T.), en términos semánticos, son de textura abierta, sirviéndonos de una expresión muy usada por Hart y que describe muy bien lo que en el argot de la discusión jurídica nacional se ha denominado a veces normas de contenido abstracto y que en la esfera del derecho penal se reconoce bajo el nombre de “tipos en blanco”.

Al hacer referencia a la textura abierta de los enunciados normativos imperativos dictados al interior de un sistema positivizado como lo es el nuestro, muchas de las prohibiciones y obligaciones enumeradas en los artículos antes señalados, por no decir todas, se llenan de contenido con las circunstancias fácticas sometidas al discernimiento de la justicia laboral. El diseño silogístico de una causal de despido como la indicada en el numeral 5º del artículo 62 del C.S.T. de trabajo, exige que el juez responda, con apoyo en su experiencia de vida, cuáles son aquellos comportamiento que merecen el calificativo de acto inmoral al interior del trabajo.  

Lo anterior cobra relevancia en un proceso de levantamiento del fuero sindical, porque con este tipo de acción el empleador busca que la justicia laboral lo acompañe en la conclusión de que algún comportamiento u omisión del trabajador, denunciada mediante demanda, merece como consecuencia la terminación del contrato de trabajo.   

En este orden, conviene señalar que la jurisprudencia del órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, en relación con el tema del despido, ha sostenido que al empleador le corresponde la carga de acreditar que el despido se produjo atendiendo unas justas causas. En torno a los requisitos de fondo y de forma del despido, también ha indicado dicha Corporación, que además de motivarlo en causal reconocida por la ley, debe probarse su veracidad en el litigio, pues si no se acredita el justo motivo, será ilegal intrínsecamente el mismo
.

El artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, impone a la parte que le ponga fin a la relación laboral dos limitaciones, una de carácter sustancial y otra procedimental. La primera, tiene que ver con las causas o razones para dar por terminado el contrato, las cuales se encuentran expresamente determinadas para cada una de las partes, existiendo para el caso del empleador quince (15) causales enumeradas en el literal a) y para el trabajador, las ocho (8) del literal b).

La segunda limitación se refiere a la forma de dar por terminado el contrato, la cual se encuentra reglada en el parágrafo del mismo artículo e impone a la parte que decida terminar la relación laboral que le manifieste a la otra, en el momento de la extinción, la causal o el motivo de esa determinación.


Por otra parte, ha establecido la Corte Suprema de Justicia que el hecho que se invoque como motivo de terminación del contrato de trabajo debe ser presente y no pretérito respecto al conocimiento que de él tenga el patrono o el trabajador, según sea el caso.

Por último, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia dentro del expediente No.680047, del 25 de octubre de 1994, M.P. Dr. Francisco Escobar Enríquez, precisó que un despido con justa causa para el empleador es ajustado formalmente a derecho cuando se presenta de acuerdo a cualquiera de las siguientes circunstancias: 1) cuando se cita la norma que la contempla (la causal del despido) sin indicar el hecho, aunque esta modalidad es riesgosa por la posibilidad que hay de que se incurra en un error por mala adecuación o error en la cita legal, o; 2) cuando se expresa escuetamente el hecho que la configura sin ninguna calificación o innovación normativa, calificándola si es con justa o sin justa causa. 
La jueza de primer grado no dudó en calificar de reprochable el hecho de que el trabajador demandado hubiera reclamado un auxilio educativo de origen convencional para no hacer uso de él; encontró además probado, que jamás el trabajador le informó al Banco que no se encontraba estudiando. Dijo la jueza que este comportamiento contrario a la moral y las buenas costumbres, no se registraba en las normas legales, convencionales y reglamentarias como contrario a derecho y, por consiguiente, el despido resultaba injusto por los defectos formales que cometió la demandante en el trabajo de adjudicación legal de la conducta reprochable que sirve de fundamento a la solicitud de levantamiento del fuero.

A todas luces resultaba infructuoso que la jueza escudriñara en todo el ordenamiento legal para buscar alguna norma que, de manera puntual y cabal, le precisara el grado de censura o desaprobación que merece una conducta como la desplegada por el demandado. Es difícil, como se ha dicho, que un enunciado imperativo de carácter legal, convencional o reglamentario señale, a modo de ejemplo, que es grave que el trabajador gestione ante la empresa un auxilio, beneficio o prerrogativa de tipo económico con una destinación especifica y que la deje de usar para tal fin específico o que, de manera inconsulta, le dé un uso distinto al de su prefijada destinación. En cambio sí, encontraremos que la ley positiva, específicamente el artículo 55 del C.S.T. ordena que como obligación general y común las partes de la relación laboral ejecuten el contrato atendiendo al principio de buena fe y además, condena el comportamiento desleal, el engaño y los actos inmorales, al punto que dichas maneras de actuar son expresamente prohibidas en los numerales 4° y 5° del artículo 58 del C.P.T. y de la S.S., que señalan como obligación especial del trabajador: “guardar rigurosamente la moral en las relaciones con sus superiores y compañeros de trabajo” y establece la obligación de que el trabajador comunique oportunamente al empleador las obligaciones que estime conducentes a evitarle daños y perjuicios. Y no sólo eso, el numeral 5° del artículo 62 ídem, señala como causal de terminación del contrato por justa causa, “todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de trabajo o en desempeño de sus funciones”. 
En sede de examen constitucional, la Corte Constitucional ha tenido oportunidad de pronunciarse acerca de la constitucionalidad del término “inmoral” contenido en la predicha norma, y al respecto ha indicado que “La facultad de terminar el contrato de trabajo por justa causa con base en el acto `inmoral` debe enmarcarse en lo dispuesto en la ley. Para el caso, deben aplicarse criterios como los señalados en la jurisprudencia ya citada sobre la aplicación de conceptos indeterminados, en el sentido de que: 

(i) Dicho concepto debe entenderse como moral social y debe producir una desaprobación objetiva de acuerdo con los parámetros axiológicos aceptados por la sociedad, lo que excluye un reproche subjetivo crítico o intolerante; y

(ii)  (ii) la realización del acto considerado `inmoral` debe darse en el lugar de trabajo o en ejecución de las labores, y afectar el normal desarrollo de las funciones de la empresa. Es decir, dicho acto debe trascender la esfera privada y del interés particular a un ámbito laboral, por afectar derechos de terceros, y la convivencia digna y respetuosa que debe guiar las relaciones de trabajo, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución y la ley.”  

Pues bien, para esta Sala resulta reprochable desde todo punto de vista que el trabajador hubiere reclamado el pago de un auxilio que convencionalmente recibe el nombre de “auxilio educativo” y que no se haya matriculado inmediatamente en la universidad, lo que demuestra que el dinero reclamado no fue utilizado para su fin específico, así se diga que dos (2) semestres después, el día 4 de mayo de 2015, antes de ser citado a descargos por su empleador (recordemos que la citación se hizo el día 6 de mayo de 2015), el demandante se había inscrito para cursar la carrera de Derecho en la Universidad del Área Andina. Lo grave aquí es que en todo ese tiempo el trabajador no le informó a sus superiores -por lo menos no existe prueba de ello- que había decidido no matricularse y aplazar el inicio de sus estudios para un año después, lo que se agrava con la justificación que ofrece el demandado para exculparse de tal manera actuar. Señaló en la diligencia de descargos y lo volvió a repetir en la contestación de la demanda, que no se había matriculado en el segundo semestre del año 2014, porque la matricula se cerró antes de que el Banco le desembolsara el auxilio y no tenía los recursos para pagar la matricula extraordinaria, lo que desconoce que la misma convención colectiva de trabajo contempla que en estos casos el Banco debe asumir el costo adicional por haber demorado el desembolso; y señala que tampoco se matriculó en el siguiente semestre, pues tenía lesionado su tobillo izquierdo, cuando las pruebas revelan que el trabajador estuvo incapacitado entre diciembre de 2014 y febrero de 2015 y para el acto de matrícula no se requiere la presencia física del estudiante y el semestre académico generalmente inicia a finales de enero o máximo la primera o segunda semana de febrero.


Esta manera de actuar no solo es reprobable desde un punto de vista axiológico, sino que también es violatoria del reglamento de trabajo que señala que el trabajador deberá ser “veraz” en su relación con el empleador, lo cual le imponía al prestador del servicio la obligación ineludible de informar a su empleador que no había destinado los recursos girados para el pago del segundo semestre académico del 2014, lo cual no sería tan grave si por lo menos para el siguiente semestre lo hubiera hecho, es decir, se hubiera matriculado, pero con una mala excusa pretende soslayar las consecuencias de su omisión.

Por último, no hay razones para poner en duda el dicho del declarante Néstor Mauricio Toro, quien indicó que los beneficios convencionales no se registran como salarios, por lo que su destinación debe tener un soporte documental, con el fin de evitar malos entendidos en temas tributarios y parafiscales, que podrían traer graves consecuencias económicas para la empresa, tales como la imposición de multas o infracciones por un mal soporte contable. De esta forma también se configura el incumplimiento de una de las obligaciones especiales del trabajar, cual es la de comunicar oportunamente al patrono las observaciones que estime conducentes a evitarle daños y perjuicios (numeral 5 del artículo 58 C.S.T.).


En suma de todo lo dicho, se encuentran justificadas razones para autorizar el levantamiento del fuero sindical al trabajador CARLOS HERNAN COLORADO. En ese orden de ideas, deberá revocarse la decisión de primer grado. Respecto de la sentencia, sin costas en esta instancia por haber prosperado el recurso, costas en contra de la demandada en primera instancia, liquídense por la secretaría del Juzgado Cuarto Laboral. 

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:


PRIMERO.- REVOCAR la sentencia de primer grado en todas sus partes.


SEGUNDO: AUTORIZAR a la empresa demandante el despido del trabajador demandado.


TERCERO: Sin costas en esta instancia. Costas de primera instancia a cargo de la parte vencida en juicio.  

Sin lugar a condena en costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.
Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria
�Sobre la materia puede consultarse por ejemplo la sentencia de la Sala de Casación Laboral del 17 de julio de 1986, entre otras que asientan la doctrina a este respecto.





12

